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El Presidente de la Corte, Marshall, expuso la opinión del tribunal.

En último término, sobre los affidavits leidos y registrados por el

escribiente, se ha stablecido erL este caso una orden, requiriendo al se-

cretario de estado la presentación de los motivos justificantes de por qué
no seria emitido un mandamus, ordenándole entregar a William Mar-

bury su nombramiento como juez de paz por el condado de Washington,
cn el distrito de Columbia.

Dichos motivos justificantes no han sido presentados y el presente
recurso es por un mandamus. Lo peculiarmente delicado de este caso,

la novedad de algunas de sus circunstancias, y la real dificultad que

presenta, atendiendo a los puntos que en él se tratan, requiere una ex-

posicióncompleta de los principios en los cuales se ha de fundar la opi-
nión de la Carte.

Estos principios han sido muy hábilmente argüidos en los estrados

por parte del recurrente.

Al desarrollar la opinión de la Corte debemos comenzar formal y no

sustancialmente dsde los puntos establecidos en dicho argumento. Se

han considerado y decidido las siguientes cuestiones en el orden en que

esta Corte ha examinado cl asunto:

l. ¿Tiene el recurrente un derecho al nombramiento que demanda?

2. ¿Si tiene tal derecho y el mismo ha sido violado, hay remedio

para ello en las leyes de este pais?
3. ¿Si las leyu contemplan ese remedio, es él un mandamus a emi-

tir por esta Corte?

El primer objeto de análisis, es:

1. Tiene el recurrente un derecho al nombramiento que demanda?

Su derecho se origina en una ley del congreso de febrero de 1801,
concerniente al distrito de Columbia.
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Después de dividir dicho distrito en dos condados, la sección nú-

mero once de esta ley establece: "deberá ser designado en y para ada

uno de dichos condados tal número de personas discretas para desempe-
ñarse como jueces de paz, como el presidente de los Estados Unidos crea

—de. tiempo en tiempo- conveniente, permaneciendo en el cargo du-

rant cinco años”.

Surge de los affidavits que, en cumplimiento de 5ta leyI el entoncu

presidmte de los Estados Unidos John Adams, firmó un nombramiento

para que William Marbuiy se desempeñan como juez de paz en el con-

dado de Washington; despuS de lo cual se colocó el sello de los Esta-

dos Unidos; pero el nombramiento jamás encontró la persona para quien
fue hecho.

Con el objeto de determinar de qué manera él es titular de dicho

nombramiento, se hace necuario averiguar de qué manera fue dsignado
para ocupar el cargo. Porque si fue designado, la ley lo mantiene en su

cargo por cinco años, y él es el titular en la posuión de'sas pruebas de

su cargo, las cuales hallándose completa, hacen que el ‘mismo sea de su

propiedad.

L_asegunda sección del articulo segundo de la Constitución declara:
“El presidente propondrá, y con acuerdo y consentimiento del senado,
nombrará embajadores, otros ministros públicos y cónsulu, y todos los

demás funcionarios de los Estados Unidos cuyos nombramientos no estén

aquí de otra manera dispuestos".
La tercera sección declara que: "nombrará a todos los funcionarios

de los Estados Unidos".

Una ley del|congreso ordena al secretario de atado guardar el sello

de los Estados Unidos: “pam probar y registrar, y sellar todos los nom-

bramientos de funcionarios civiles de los Estados Unidos a ser dsigna-
dos por el presidente con el consentimiento del Senado, o sólo por el

presidente; se stablece que dicho sello no deberá ser puuto a ningún
nombramiento antes de que el mismo haya sido firmado por el prei-
dente de los Estados Unidos".

Estas son las cláusulas de la Constitución y leyes- de los Estados

Unidos que conciernen a sta parte del caso. Nos parece contemplar
tra operaciones diversas:

l) La proposición: es un acto solammte pruidencial y a comple-
tamente voluntario.

n

2) La dsignación: este s también un acto del pruid'ente y es

también voluntario, pero sólo se completa con el acuerdo y consenti-

mimto del senado.
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3) El nombramiento: garantizar un nombramiento a una persona

designada, quizás ser considerado un deber impuesto por la Cons-

titución. “El deberá", dice dicho instrumento, “nombrar a todos los fun-

cionarios de los Estados Unidos".

Los actos de duig‘nación para. un cargo, y nombramiento de la per-

sona .duignada, dificilmente pueden ser considerados como un único y

mismo acto, desde que el poder de realizarlos está dado en dos secciones

distintas y separadas de la Constitución. La distinción entre la designa-
ción y el nombramiento parecerá m8 clara si se advierte que la sección

segunda de la constitución autoriza al congreso: “a confiar por ley, con

carácter exclusivo al presidente, a los tribunales de justicia o a los jefes
de departamento la designaciónde los empleados inferiors que juzgare
conveniente", sto contempla los casos en que la ley puede mandar al

presidente nombrar un funcionario designado por las cortes o por los

jefes de departamento. En tal caso, emitir un nombramiento requeriría
una obligación distinta a la de designación,el cumplimiento de la cual

quizás no podria ser rechazado por ley.
Además la cláusula de la constitución que requiere al presidente

nombrar todos los funcionarios de los Estados Unidos nunca puede ser

aplicada a funcionarios que el mismo no haya designado, con todo, sería
difícil negar al poder legislativo el poder de aplicarla aún a tales casos.

En consecuencia, la. distinción constitucional entre la designación
para un cargo y el nombramiento de un funcionario que ya ha sido de-

signado, continúa siendo la misma, tanto si el prsidente ha nombrado

funcionarios dsignados por él mismo o por otra autoridad.

De la existencia de tal distinción, se sigue, asimismo, que si una

designación fuera a ser probada por un acto público distinto al nombra-

miento, el cumplimiento de tal acto público habria crudo al funciona-

rio; y si dicho funcionario no pudiera ser removido por deseo del pmi-
dente, podría'ello darle derecho a su nombramiento o habilitarlo a cum-

plir sus tareas sin nombramiento alguno.
Esta observacions se incluyen sólo con el propósito de hacer más

inteligibla aquellas que se aplican más directamente al caso particular
en análisis.

Esta es una designación hecha por el presidente con acuerdo y con-

sentimiento del senado y no se prueba con ningún acto que no sea el

mismo nombramiento. En tal caso, el nombramiento y la designación

parecen inseparables; es casi imposible justifica: una designaciónde otra

rmnera que probando la existencia de un nombramiento: no obstante

el nombramiento no es necuariamente la designación; pero a su evi-

dencia concluyente.
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¿Pero a qué punto se "llega con esta evidencia concluyente?
La respuesta a. esta pregunta parece obvia. Si la designación s sólo

un acto del presidente, se hallará completamente probada cuando se de-

muestre que el presidente ha hecho todo lo necesario para ejecutarla.
En lugar de ser la prueba de una designación, un nombramiento

podria aún ser considerado como constituyendo la designación misma;
ésta recién se hallaría realizada cuando el último acto a efectuarse por

el'prgsidente hubiera sido ejecutado, o, yendo más lejos, cuando el nom-

bramiento estuviera completo.
El último acto a efectuar por el prsidente es la firma del nombra-

miento. El ha actuado con el acuerdo y consentimiento del senado para
su nombramiento. El tiempo para deliberar ha concluido. El ha deci-

dido. Su decisión, con el acuerdo y consentimiento del senado concu-

rrentes con su propusta, ha sido tomada, y el funcionario está desig-
nado. Esta designación es evidenciada por un acto claro e inequívoca;
y siendo el último acto requerido a la persona que lo ha hecho, excluye
necesariamente la'idea de que, en lo que respecta a. ‘la designación, se

trate de una gestión comenzada pero inconclusa.

Debe tenerse en cuenta algún momento decisivo, en el cual debe

caar el poder del ejecutivo lsobre un funcionario que no a removible

por su voluntad. Este momento decisivo lo hallamos cuando el poder
constitucional de designación ha sido realizado. Este último acto B la

l'irma'del nombramiento. Esta idea parece haber prevalecido en la legis-
latura cuando fue sancionada la ley que convirtió al departamento de

asuntos exteriores en el departamento de estado. Por esa ley se atableció

que el secretario de'estado debia guardar el sello de los Estados Unidos

"y hará. recibo y archivará, y colocará dicho sello a todos los nombra-

mientos de funcionarios civiles de los Estados Unidos, a ser'designados
por el Pru'ide'nte". “Se establece asimismo que dicho sello no se colo-

cará ae nombramiento, antes'de que el mismo haya sido firmado

por el Presidente de los Estados Unidos; ni tampoco a ningún otro ins-

trumento o acto, sin la garantia prsidencial para ello".

_La firma s una garantia para la colocación del. gran sello; y el

gran sello sólo puede ser'colocado en un instrumentocompleto. Ello ates-

tigua, por un acto que se supone público y notorio la autenticidad de la

firma presidencial.
Nunca podrá colocarse hasta que el nombramiento se encuentre

firmado, a causa de que la ¡"u-ma,que otorga fuera, 'y efectividad al

nombramiento, es la evidencia concluyente de que la dsignaeión ha sido

hecha.
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Habiéndose firmado el nombramiento, el subsiguiente deber del se-

cretario de atado se halla prmcripto por la ley, y no queda'sujeto a la

libre voluntad del presidente. El debe colocar el sello de los Estados Uni-

dos en el-nombramiento y debe archivarlo.

Este no es un procedimiento que pueda variane, 'porque el ejecutivo
sugiera uno más conveniente, sino que es una via precisa y exactamente

establecida por la'ley, la cual debe cumplirse estrictamente. Es el deber

del secretario de atado conformarse con la ley, y en esto, él es un fun-

cionario de los Estados Unidos, obligado a obedecer las 'leyes. El actúa,
a este rapecto, como ha sido correctamente establecido en el foro, bajo
la autoridad de la ley, y no por instruccionm del presidente. Es un acto

ministerial que la ley ordena a un funcionario específico para un pro-

pósito specifico.
Si se supusiera que la solemnidad de la colocación del sello <5 ne-

csaria no sólo para la'validez del nombramiento sino también para com-

pletar una designación, la conclusión es due recién cuando se coloca el

sello la designación es hecha, y el nombramiento válido. Ninguna ctm

solemnidad se requiere por ley; ningún otro acto debe realizarse por el

gobierno. Todo lo que el 'ejecutivo puede hacer para investir a una per-
sona con su función ya está hecho; y si no se considera que la designa-
ción ha sido hedia, el ejecutivo no 'puede hacer una sin la cooperación
de otros.

Después de buscar ansiosamente los principios sobre los cuales puede
hallarse ‘basada la opinión contraria, no ha sido hallado ninguno que

aparezca con fuerza suficiente para mantener la doctrina opusta.

Tal como la imaginación de la Corte pudo sugerir, han sido exa-

minados con toda deliberación,y después de concederles todo el peso que

aparece posible de concesión, ellos no han alterado la opiniónya. formada.

Considerando esta custión, se conjeturó, que el nombramiento pue-

de baber sido asimilado a una escritura pública, para la validez de la

cual es esencial la tradición.

Esta idea. sta basada en la. suposición de que el nombramiento no

CS meramente ia evidencia de una designación, sino que es, él mismo,
la duignación real; una suposición de ningún modo incuestionable. Pero

para el propósitode examinar claramente sta objeción se nos debe con-

ceder que el principio buscado para. fundarla se halla establecido.

La designación debe ser, bajo la constitución, hecha personalmente
por el presidente, y la entrega del instmmento documentante de la de-

signación debe ser hecha también por el presidente, si ello es necesario

para completar el acto. No es necuario que la entrega. sea hecha perso-
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nalmmte al beneficiario del cargo: nunca. se hace asi. La ¡ley parece

contanpla: que la entrega. sc hace al secretario de estado, desde que ella

ordena al secretario colocar 'cl sello al nombramiento dupués que ha ¡ido

firmado por el presidente. Entonces, si el acto dc entrega a necesario para

dar validez al nombramiento, él ha sido entregado cuando seirealizó y

se da. al secretario con el propósito de que se selle, archive y se entregue
a la parte interesada.

Pero en todos los casos de patentes de privilegio, se requieren cier-

tas solemnidades por la ley, dichas solemnidadm son la evidencia; de

validez del instrumento.{Una entrega formal al interesado no está entre

ellas. En caso de nombramientos la ¡firmamanuscrita. del presidente, y

el sello de los Estados Unidos, son dichas solemnidads. Por lo que, esta

objeción,_'nohace al cm.

Ha ocurrido también, y aunque sa. raro es posible, que la. trans-

misión del nombramiento y su aceptación pudieran ser consideradas ne-

cesarias para completar el derecho Ïdel demandante.

I_.atransmisión del nombramimto es una práctica.que ordena. la. con-

veniencia, pero no la. ley. No puede, por lo tanto, comtituirila designa-
ción,_lacual debe precederld y que 45 un mero acto del pmidente. Si el

ejecutivmrequirió que toda persona. dsignada. para un cargo, debia ella

misma. arbitrar los medios necesarios para. procurar su nombramiento,
la duignación no seria. en ese caso lo menos valioso de la. cuenta. La.

designación es el acto {aislado del presidente; la transmisión del nom-

bramiento <5 el acto aislado del funcionario a quien se le ha asignado
se deber, y puede ser acelerado o retardado por circunstancias que pue-
den nq tener influencia. en la duignación. Un nombramiento es transmi-

tido o una persona ya designada; no a una pmona que va a ser desig-
nada o no, asi la carta que contiene el nombramiento podría ocurrir que

entrara. en el correo y encontrara su datino, o podría extraviarse.
'

Puede haber alguna tendencia a elucidar este punto, o preguntarse
si la possión del nombramiento original a indispensablemente necesaria

para 'autorizar a una persona, designada para un cargo para cumplir
'con los debera que el cargo impone. Si ello 45 nessa-io, entonces la

pérdida del nombramiento haría perder el cargo. No sólo la negligen-
cia, sino el ¡accidenteo el fraude o el fuego o el robo, pueden privar
a un individuo de su cargo. En tal caso, praumo, sin lugar a dudas, que

una copia del archivo del secretario de estado, sería ïpara todo intento

o propósito,igual al original. La ley del Congruo lo ha. stablecid'o-así

expresamente. Para dar valida a 55a copia no seria necesario probar
que el original ha sido transmitido y perdido con posterioridad. La. co-

pia seria la completa. evidencia de que el ha. iexistido, y que la
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designación ha sido hecha, pero no de que el original ha sido trans-

mitido. Ciertamente, si ocurriera que el original hubiera sido trupape-
lado en la oficina de estado, esa. circunstancia no afectaría la operación
de la copia. Cuando todos los requisitos han sido cumplidos, lo cual

autoriza a unr funcionario de archivo a archivar el instrumento de que

se tmte, y la orden para ello ha sido dada, el instrumento 5, en dere-

cho, considerado archivado, aún cuando la labor manual de insertarlo

en un libro destinado a esos fines no haya sido realizada.

En el caso de nombramientos, la ley ordena al secretario de estado

archivarlos. Cuando, por tanto, los nombramientos se'hallan firmados

y sellados, la orden para su archivo está dada; y se inserten o no en

el libro, se hallan en derecho archivados.

Una copia de este archivo ¡es declarada igual a'l original, y los

honorarios a ser pagados por la persona que requiera una copia están
determinados por la ley. ¿Puede un encargado de un registro público
hacer dsaparecer de alli un nombramiento que haya sido registrado?
¿O puede él rehusar la entrega de una copia a una persona que la so-

licita en los términos prescriptos por la ley?
Tal copia. podria, igualmente que el original, autorizar al juez de

paz a proceder al cumplimiento de su deber, por cuanto la misma ates-

tig'ua, igualmente que su original,- su designación.
Si la transmisión de un nombramiento no es considerada necsaria

para dar validez a una dsig'nación, todavia lo es menos su aceptación.
La dsignación 5 el acto del presidente; la aceptación es el acto del

funcionario, y a, en simple sentido común, posterior a la dsignación.
Así como puede renunciar, así puede no aceptar: pero ni una cosa ni

la otra pueden convertir a la designación en ineadstente.

Tal es la convicción del gobierno, ella se manifimta a trav& del

tmor de su conducta global.
Un nombmmiento lleva fecha, y el salario de un funcionario pú-

blico comienza desde su duignación, no desde la transmisión o acepta-
ción de su nombramiento. Cuando una persona1'designada en cualquier
cargo, rechaza dicho cargo, el sucmor es nombrado en el lugar de la

persona que ha declinado la aceptación y no en el lugar de la persona

que ha atado previamente en possión del cargo y que ha crudo la

vacante original.
Es por lo tanto, decididamente la' opinión de la Corte, que cuando

un nombramiento ha sido firmado por el presidente, la. daignación ha

sido hecha y que el nombramiento se completa cuando el sello de los

Estados Unidos se le coloca por el secretario de atado.
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Donde un funcionario público es removible por voluntad del eje-
cutivo, la circunstancia que completa su designación no time relevan-

cia; por cuanto el acto a revocable en cualquier tiempo y el nombra-

miento puede ser detenido si sta todavia en la oficina. Pero cuando el

funcionario público no u removible por voluntad del ejecutivo la desig-
nación no a revocable y no puede ser anulada. Ella ha conferido dere-

chos legales que no pueden ser recuperados.
El poder discrecional del ejecutivo debe ejercitarse hasta que la

designación ha sido hecha. Pero una va hecha la dsignación su poder
sobre el funcionario ha terminado en todos los casos, desde que, por ley,
el funcionario no puede ser removido por él. El derecho al cargo 5ta.,
entonces, en la persona designada, y ella tiene el absoluto e incondicio-

nal poder de aceptarlo o rechazado.

Entonces, Mr. Marbury estaba daignado dude que su nombra-

miento fue firmado por el presidente y sellado por el secretario de 6-

tado; y como la ley que crea el cargo otorga al funcionario el derecho

de permanecer en él por cinco años,-indepmdientemmtedel ejecutivo,
la dsignación no s revocable; sino que se halla investido con los dere-

chos legales del funcionario, los cuals se hallan protegidos por las leyu
de su

Por lo tanto, detener el nombramiento, a un acto que la Corte

considera no autorimdo por la ley, y violatorio de un derecho legal
absoluto.

Esto nos lleva a la segunda pregunta, que a:

2. ¿Si él tiene un derecho, y ese derecho ha sido violado, traen

las leys de su pais un remedio a tal situación?

La esencia de la libertad civil consiste, ciertamente, en el derecho

de todo individuo para. reclamar la protección de las leyes, toda vez que

recibe un daño. Uno de los primeros debera del gobierno es otorgar
dicha protección. En Gran Bretaña, el mismo rey a demandado me-

diante la rspetuosa forma de la demanda, y él nunca deja de cumplir
con el fallo de su corte.

En el tercer volumen de sus Comentarios, p. 23, Blaclutone sta-

blece dos casos en los cuals la solución está. dada por la mera efectivi-

dad de la ley.
"En todos los otros mas", dice, “a una regla genual e indispu-

table que donde hay un derecho legal hay también un remedio legal
por demanda o acción judicial toda vez que se derecho sa. invadido".

Poco dapué, pág. 109 del mismo volumen, dice: “Voy a. consi-

derar tales daños como justificaqu por tribunala de common law. E in-

290



cluso runarcaré, sólo para el prsente, que todo daño posible, que no

caiga dentro del conocimiento exclusivo de los tribunala eclesiásticos,
militares o marítimos, será por esa misma razón del conocimiento de

las cortes de justicia de common law; pus es un principio fijo e inva-

riable en las leya de Inglaterra, que todo derecho, que es negado, debe

tenu- un remedio, y todo daño su reparación".
El gobierno de los Estados Unidos ha expresado enfáticamente ser

un gobierno de leyes y no de hombres. Y, ciertamente, dejar de merecer

este alto titulo, si las leyes no proveen remedios para la violación de der<>

chos leg-als absolutos.

Si esta deshonm se derramara sobre la jurisprudencia de este pais,
ella surg'iría necesariamente del carácter singular de este caso. Nos co-

rrmponde entoncs invstigar si hay en su composiciónalgún ingredien-
te que vaya a quedar exceptuado de la investigación legal, o si se ex-

cluirá a Ia parte dañada de ra reparación legal. Al seguir esta invsti-

gación, la primera pregunta que ella presenta es, si esto puede ser asi-

milado con esa clase de casos que se conoce bajo el género damnum

absque injuria una pérdida sin daño.

Este género de casos nunca ha sido tratado, y no se cree que pueda
considerarse comprensivo de cargos de confiann, de honor o de pro"-
vecho. El cargo de juez de paz del distrito de Columbia es uno de tales

cargos; es además digno de atención y amparo de las leyes. Ha recibido

dicha atención y amparo. Ha sido crudo por una ley especial del con-

grso, y ha sido asegurado, en la medida en que las leyes pueden dar

seguridad a una persona designada para ocuparlo por cinco años. No

es entoncs, a musa de la inutilidad de la cosa que se persigue, que

pueda declararse sin remedio el perjuicio de la parte interesada.

Está en la naturalaa de la transacción? Debe considerarse que el

acto de entrega o retención de un nombramiento a un acto politico y

que concierne solammte al poder ejecutivo, para el cumplimiento del

cual nuutra Constitución deposita plena confiann en el poder ejecu-
tivo; y ante cualquier mal empleo rspecto del mismo el individuo per-

judicado queda sin remedio?

No se cuestiona que puedan existir tala casm; pero no puede ad-

mitirse que todo acto debido y que deba cumplirse en cualquiera de los

grande departamentos de gobierno, constituya uno de esos casos.

Por la ley concerniente a los inválidos, pasada en junio de 1794-,
se ordenó al secretario de guerra colocar en la lista de pensiones, a to-

das las personas cuyos nombra estuvieran incluidos en el informe pre-

viamente elaborado por él para el Congreso. ¿Si él hubiera rehusado

hacer eso, hubieran quedado sin remedio los veteranos heridos? ¿Debe
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sostenerse que si la ley en términos precisos ordena el cumplimiento de

un acto en el cual se halla interesado un individuo, la ley a incapaz
de asegurar la obediencia a su mandato? ¿Es a causa. del carácter de la

persona contra quien se dirige la demanda? ¿Debe sostenerse que los

jefa de departamentos no se hallan sujetos a las leyes de su pais?
Sea lo _que fuere la práctica en cesiones particulares, la. teoría

de ste principio no deberia, ciertamente, mantenerse nunca. Ninguna
ley de la legislatura confiere un privilegio tan urtraordinario, ni tam-

poco puede recibir el patrocinio del camrnon law. Despuü de estable-

cer que se pruume imposible un daño personal inferido por el rey a

cualquier persona, Blackstone, vol. III, p. 255, dice: “Pero los daños

a los derechos de propiedad, raramente pueden ser cometidos por la

corona sin la intervención de sus funcionarios: a quienu, en materia

de derechos subjetivos, la ley no obsequia con rapecto ni delimdaa;

pero contempla diversos métodos para dscubrir los errors y malos ma-

nejos de aquellos agentes, por los cuals el rey ha sido engañado e in-

ducido a cometer una injusticia temporaria".
-

Por la ley pasada en 1796, autorizando la venta de tierras sobre la

desembocadura del río Kentucky, el comprador pagando su moneda de

compra, se convierte en titular de la propiedad comprada; y entregan-
do al secretario de estado el recibo del tesorero sobre un certificado rea

querido por la ley, el presidente de los Estados Unidos está. autorizado

a garantimle una patente. Además, se balla stablecido en la ley que
todas la patenta deben ser refrendadas por el secretario de atado y

archivadas en su oficina. Si al secretario se le ocurriera detener esta

patente; o la patente se perdiera y rehusara dar copia de ella, ¿puede
imaginarse que la ley no dé remedio a la persona perjudicada?

'

Es increíble que a cualquier perscma, sea quien fuere, se le ocu-

rriera mantener tal proposición.
Se sigue entonces, que la custión de si la legalidad de un acto

de un jefe de departamento es o no exarninable en una corte de justi-
cia, debe depender en todo caso de la naturaleza de ese acto.

Si algunos actos son examinables y otros no, debe haber algrma
regla de derecho para guiar a. la corte en el ejercicio de su jurisdiccción.

Algunas veces puede haber dificultad en la aplicaciónde la regla
a casos particulares; pero no puede haber mucha dificultad abando-

nando la regla.
_

Por la constitución de los Estados Unidos el pruidmte se halla in-

vestido con ciertos importante poderu politicos, en el ejercicio de los

cuales él usa su propia discreción, y es reponsable sólo ante su pais
en su carácter politico, y ante su propia concimcia. Para ayudarlo
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el cumplimiento de estos deberes, él está autorizado para designar cier-

tos funcionarios quienes actúan por su mandato y de conformidad con

sus órdens.

En tales casos, los actos de aquéllos son actos de.él mismo; y cual-

quiera sea la opinión que pueda ofrecerse sobre la manera en que la.

discrecionalidad ejecutiva puede ser usada, todavia no existe, ni puede
existir un poder para. controlarla. Los sujetos son políticos. Ellos rupe-

tan la Nación. no los derechos individuales, y hallándose encomendadas

Ii ejecutivo, la decisión del ejecutivo es concluyente. La aplicación de

sta advertencia será percibida si se observa la ley del Congrso que

utablece el ministerio de relaciona exteriores. Este funcionario cuyos

deberes se hallan pracriptos en dicha ley, debe conformar precisamente
el dseo del prüidente. Es un simple órgano por el cual tal deseo es

comunicado. Los actos de tal funcionario, como funcionario, nunca pue-
den ser examinados por las corta.

Pero cuando la legislatura procede a imponer otros debera a tal

funcionario; cuando se le ordena perentoriamente vel cumplimiento de

ciertos actos; cuando hay derechos individuales que defender del cum-

plimiento de tales actos; él es hasta ahí un funcionario de la ley; es

rsponsable ante las leyes por su conducta; y no puede, discrecionalmen-

te, burlar los derechos absolutos de otras personas.

La conclusión que ofrece este razonamiento es que, si los jefes de

departamentos son los agents politicos o confidenciales del ejecutivo,
que se hallan sólo para ejecutar el deseo del prsidente, o más bien para

actuar en casos en que el ejecutivo posee discrecionalidad legal o cons-

titucional, nada puede star más perfectamente claro que sus actos sólo

son examinables políticamente.Pero si la ley les asigna un deber ¡spe-

cifico, y los derechos individuales dependen del cumplimiento de ese de-

ber, parece igualmente claro que el individuo que .uc considere dañado

tiene un derecho a recurrir a las leyes de su pais para obtener remedio.

Si esta es la regla, permítasenos analizar cómo se aplica al caso

que se halla bajo consideración de la Corte.

El poder de proposiciónal senado, y el poder de designar la per-

sona propusta son poders politicos a ser ejercidos por el pmidente
de acuerdo a su propia discrecionalidad. Cuando él ha hecho una de-

signación, ha ejercido todo su poder, y su discrecionalidad ha sido com-

pletamente aplicada al caso. Si, por ley, el funcionario puede ser remo-

vido por simple deseo del presidente, entonces puede hacerse una nueva

duignación inmediatamente, y los derechos del funcionario se han ter-

minado. Pero como un hecho que ha existido no puede hacerse desapa-
recer como si nunca hubiera sido, la designación no puede ser aniqui-
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lada; y consecuentemente si el funcionario u —por ley-—-no rovible

por deseo del presidente, los derechos que ha adquirido están protegidos
por la ley y no se pueden reasumir por el pruidente. Ellos no pueden
atfinguirse por la autoridad ejecutiva, y él tiene el privilegio de defen-

derlos del mismo modo que si ellos hubieran derivado de cualquier
otra fuente.

La cuestión de si un derecho ha sido o no investido es judicial por

su naturalaa, y debe ser juzgado por la autoridad‘ judicial. Si, por

ejemplo, Mr. Marbury hubiera. prestado los juramentos de un mag'u.
trado y hubiera procedido a actuar como tal; y como consecuencia de

ello se instaurara un juicio en su com en el cual su defensa depen-
diera en el hecho de ser o no un magistrado; la valid de su dsigna-
ción debe determinarse por la autoridad judicial.

Asi, si él creyera que por virtud de su designación tiene un derecho

legal, ya al nombramiento que ha sido hecho para él,‘ ya a una copia
de tal nombramiento, es igualmente una cuestión etaminable en una

corte, y la decisión de la corte sobre ello, deberá depender de la opinión
favorable que se tenga sobre la designación.

Esta cuestión ha sido discutida y la opinión a que, el último mo-

mento que puede tenerse en cuenta al completarse y evidenciarse la de-

signación era cuando después de la firma del presidente, el sello de los

Estados Unidos era colocado al nombramiento.

Es entonces opinión de la Corte:

1. Que fumando la duig-naciónde Mr. Marbury, el pmidente
de los Estados Unidos lo designó como jua de paz pam el condado de

Washington en el distrito de Columbia; y que el sello de los Estados

Unidos, también colocado alli por el secretario de atado a un tati-

monio concluyente de la autoridad de la filma y de la compleción de

la designación; y que la designación le confirió un derecho legal al car-

go por el espacio de cinco años.

2. Que, teniendo su titulo legal para el cargo, él tiene m conse-

cuencia un derecho al nombramiento; una negativa a entregarlo es una

violación lisa y llana de ese derecho, para lo cual las ley: de su pais
contemplan un remedio.

Falta considerar si:

3. El se halla habilitado para obtmer el redio al que acude.

Esto depende de:

l) La naturalaa del mandamiento a aplicarse, y

2) El poder de uta Corte.
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l) La naturaleza del mandamiento

Blaclstone en el tercer volumen de sus Comentarios, pág. 110,
define al' mandamus (mandamiento o auto de mandamus) como “una

orden emitida en nombre del rey por la Corte del Banco del Rey, y
a cualquier persona, sociedad o corte inferior o judicatura, den-

tro de los dominios del rey, requiriéndoleshacer alguna cosa en particu-
lar, que alli se specifica, la cual se relacione con su cargo y deber, y

que la Corte del Banco del Rey haya determinado previamente, o al

menos se suponga esté de acuerdo a derecho y justicia”.
Lord Mansfield, en 3 Burrows, 1266, en el caso del Rey vs. Baker

et al. establece con mucha precisión y claridad los casos en los cuales

se puede usar este mandamiento.

“Toda vez que” dice el luminoso juez, “hay un derecho a dsem-
peñar un cargo, realizar un servicio, o hacer uso de una franquicia
especialmente si ocurre en materia de interés público o que produzca
provecho) y una persona es desposeida o despojada de ese derecho, y

no tiene otro remedio legal específico,esta corte debe asistirla por medio

de un mandarnus, por razons de justicia, como expresa el mismo auto,

y por razons de política públic-a,para preservar la paz, el orden y 'el

buen gobierno”.En el mismo caso dice: “Este auto debe ser usado en

todas las ocasiona en que la ley no prevé un remedio específico,y don-

de, en justicia y buen gobierno debe erdstir uno”.

Además de las autoridades ya citadas, se contó con muchas otras

en el tribunal, que muestran hasta qué punto la práctica ha confirmado
las mencionadas doctrinas genenla.

Este mandamiento, si se concede, será dirigido a un funcionario

público del gobierno, y su mandato con mpecto a él será, usando las

palabras de Blackstone, "para hacer una cosa particular, allí especifi-
cada, que componda a su cargo y deber, y que la corte haya determi-

nado previamente o al menos se suponga hallarse de acuerdo con de-

recho y justicia”. 0 con las palabras de Lord Mansfield, el peticiona-
rio, en ste caso, tiene un derecho a desempeñar un cargo de interés

público y se lo ha desposeídode ese derecho.

Ciertamente estas circunstancias concurren en este caso. Todavía,

para ¡queel mandamus suministre un remedio apropiado, el funcionario

a quien se dirija debe ser alguien a quien, de acuerdo con los princi-
pios legals pueda ser el destinatario del mismo; y la persona que peti-
cione debe hallarse sin ningún otro remedio legal específico.

l. Con respecto al funcionario a quien el auto será dirigido. La

íntima relación política, subsistente entre el presidente 'de los Estados
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Unidos y los jefa de departamentos, hace, necaariamente, que cual-

quier investigaciónlegal de los actos de uno de aquellos altos funciona-

rios sea tan particularmente fastidiosa como delicada; y produce alguna
vacilación con mpecto a la propiedad de iniciar tal invatigación. Fre-

cuentemente se han recibido impresiona sin mucha reflexión o examen;

y no <5 de mmbrarse que en un caso como ste, la afirmación, por un

individuo, de sus pretensiones legal: en una corte de justicia, a lu

cuala, la Corte tiene el deber de atender, fueran a ser consideradas

por alguno, a primera vista, como un intento de en el gabi-
nete, e intu-ferir con las prerrogativas del ejecutivo.

No es necesario que la corte rechace todas las pretensions a. tal

jurisdicción. Una extravagancia tan absurda y excesiva no podria
sido tomada en consideración ni siquiera por un instante. La corte e

competente, sólo para decidir sobre los derechos de los individuos, no

para inquirir como el ejecutivo a los funcionarios del ejecutivo cum-

plen los debera en los cuales tienen poder discrecional. Cuestions de

naturaleza política, o que se hallan sometidas al ejecutivo por la cons-

titución y las leys, nunca. pueden ser traídas a sta Corte.

Pero si no se trata de tal cugstión; si lejos de ser una intromisión

en los secretos del gabinete, se refiere a un papel, el cual se halla archi-

vado de acuerdo con la ley, y a una copia del cual la ley da derecho

mediante el pago de diez centavos; si no hay intromisión en una ma-

teria sobre la cual puede considerarse que el ejecutivo haya ejercido
algún control. ¿qué hay en la petición exaltada del funcionario público

que pueda prohibir a un ciudadano alegar en una corte de justicia sus

derechos legales, o pueda prohibir a una corte escuchar su pretensión,
o emitir un mandamus por el cual se ordena. la ejecución de un deber,
independiente del poder discrecional del ejecutivo, pero sobre actos par-

ticulares del congreso y los principios generales de la ley?
Si uno de los jefes de departamento realin un acto ilegal, bajo el

amparo de su cargo, por el cual un individuo sufre una injuria, no pue-
de pretenderse que sólo su cargo lo exima de ser demandado de acuerdo

con los principios comuna del procso, y de ser obligado a obedecer

el juicio de la ley. ¿C6mo, entonces, puede su urgo- eximirlo de este

particular modo de decidir sobre la legalidad de su conducta, si en el

mismo caso, se autorizar-ia el proceso siendo la parte demandada cual-

quier otro individuo?

No es por el cargo de la persona a quien el mandtamiento es diri-

gido, sino por. la naturalaa del acto a ejecutarse, que debe ser deter-

minada la propiedad o impropiedad de emitir un mandamus. Donde el

jefe de un departamento actúa en un caso en el cual se ejercerá el po-
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der discrecional del ejecutivo; en el cual él es un simple órgano de la

voluntad ejecutiva; se repite nuevamente, que cualquier petición hecha

a la corte para controlar su conducta, en cualquier aspecto, debe ser

rechazada sin dudar.

Pero cuando la ley le ordena realizar cierto acto que afecte los

derechos absolutos de los ciudadanos. en el cumplimiento del cual él no

se encuentra bajo la dirección particular del presidente, y el cumpli-
miento del cual el prsidente no puede prohibir legalmente, y además

nunca se praumió que lo prohibiera; como por ejemplo, registrar un

nombramiento, o una patente de tierra (patent for land) que ha reci-

bido todas la solemnidades legales; o entregar una copia de ese regis-
tro; en tala casos, no se percibe por qué razón las cortes de ste país
se hallan nuevamente excusadas del deber de juzgar, se derecho de un

individuo perjudicado, que si los mismos servicios fueran a ser cumpli-
dos por una persona que no fuera jefe de departamento.

No parece que sea esta la primera vez que esta opinión va a ser

admitida en este

No debe olvidarse que en 1792 se pasó una ley ordenando al secre-

tario de guerra colocar en la lista de pensions a aquellos oficiales y sol-

dadcs impedidos que las corta de circuito le indicaran, tal ley, en lo

que i'specta al deber impuesto a las cortes, se juzgó inconstitucional;

pero alguno de los juecs, creyendo que la ley podría ser ejecutada por

ellos en el carácter de comisionados, procedieron a actuar y a informar

en ese carácter.

Esta ley, al ser considerada inconstitucional en los circuitos, fue

derogada y se mtableció un sistema diferente; pero la custión de si

esas personas a quienes los jueces, como comisionados, indicaron, tenían

derechos, en consecuencia de 5a indicación, a ser colocados en la lista

de pensiones, em una cuestiónlegal, y podian las corta determinarla

con propiedad, aún cuando el acto de colocar a dichas personas en la

lista fuera a ser realizado por el jefe de un departamento.
Para que esta cuestión pudiera ser correctamente determinada, el

Congreso pasó una ley en febrero de 1793, haciendo un deber del secre-

tario de guerra, en conjunto con el procurador general, el tomar las me-

didas que fueran necesarias para obtener una decisión de la Corte Su-

prema de los Estados Unidos sobre la validez de alguno de esos dere-

chos, pedidos en base ala ley mencionada.

Después que esta ley fue pasada, se instauró un mandamus, a ser

dirigido al secretario de guerra, ordenándole colocar en la lista de pen-
sión a una persona que declaraba hallarse en el informe de los jueces.

Hay, además, mucha razón para creer, que este modo de juzgar
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el derecho legal del peticionario, fue considerado por el jefe de un de-

partamento, y por el más alto funcionario de ley de los Estados Unidos,
el más adecuado que pudo ser elegido pan. dicho propósito.

Cuando el asunto fue sometido a la corte la decisión fue, no que el

mandamus no fuer-a dirigido al jefe de un departamento ordenándole el

cumplimiento de un acto, contemplado por la ley, en cuya realización

un individuo tenia interés absoluto; sino que no debe emitirse un man-

damus en ese caso —la decisión debe tomarse necsariamente si el in-

forme de los comisionados no conferia un derecho legal al peticionario.
En ese caso se entiende que el juicio ha decidido sobre los méritos

de todas las peticiones de esa especie; y las personas que se hallan en

el inl_'ormede los comisionados, encontraron necesario seguir el modo

prscripto por la ley subsiguiente a aquel que ha sido juzgado inconsti-

tucional, con el objeto de colocarse en la lista de pension.
Además, la doctrina que hemos adelantado ahora, no es, de nin-

guna manera, novedosa.
i

Es cierto que el mandamus ahora instaurado, no es para que se

cumpla expresamente contemplado por estatuto.

Es para entregar un nombramiento; materia sobre la cual las le-

yes del congreso guardan silencio. No se considera que 5ta difermcia

afecte el caso. Ya ha sido stablecido que el peticionario tiene, con res-

pecto a ese nombramiento, un derecho legal absoluto, del cual no pue-
de pr'ivarlo el ejecutivo. El ha sido dsignado para un cargo, del cual

no puede ser removido por voluntad del ejecutivo; y hallándose asi de-

signado, tiene un duecho al nombramiento que el secretario ha recibido

del presidente para su uso. Ciertamente que la ley del Congrso no or-

dena al secretario de estado que se lo envie, pero lo coloca en sus ma-

nos para.la persona que raulte su titular; y no puede ser retenido por

él con más derecho que por cualquier otra. persona.

Al principio se dudó si la acción contra el detentador (action of

detinue) no era un remedio legal específico para el nombramiento que

le habia sido retenido al señor Marbury, en cuyo caso un mandamus
sería impropio. Pero uta duda ha caído ante la consideración de que

el juicio contra el detentador (in detinue) es para la cosa misma, o su

valor. El valor de un cargo público que no puede.ser vendido, a de

estimación imposible; y el peticionario tiene un derecho al cargo mismo

o no tiene derecho a nada. El obtendrá el cargo mediante la obtención

del nombramiento, o su copia que se encuentra en el archivo.

Entonces, esto a un típico caso de mandamus, ya para. entregar el
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nombramiento, ya pam entregar una copia del mismo; y sólo puede
preguntarse:

'

Si la corte puede ernitirlo.

La. ley para establecer las cortes judiciales de los Estados Unidos

autoriza a la Corte Suprema "a emitir autos de mandamus en los casos

justificados por los principios y usos legals, a todas las cortes dsigna-
das o personas en ejercicio de su cargo, bajo la autoridad de los Esta-

dos Unidos".

El secretario de atado, siendo una persona en ejercicio de un cargo

bajo la autoridad de los Estados Unidos se halla precisamente dentro

de la letra de la descripción; y si esta corte no está autorizada a emitir

un auto de mandamus a. tal funcionario, debe ser porque la ley es in-

constitucional, y ademfi absolutamente incapaz de conferir la autoridad,
} asignar los deberes que sus palabrasimplican deben conferirse y asig-
narse.

I

La Constitución inviste todo el poder judicial de los Estados Uni-

dos en una Corte Suprema, y en las corta inferiores que el Congreso
ordenará y establecerá de tiempo en tiempo. Este poder se halla expre-
samente extendido en todos los casos que se susciten bajo las leyu de

los Estados Unidos; y consecuentemente, de alguna manera, puede ser

ejercido sobre el presente caso, porque el derecho peticionado se halla

otorgado por una ley de los Estados Unidos.

En la distribución de este poder se ha declarado que "la suprema
corte tendrá jurisdicción originaria en todos los casos concernientes a

embajadores, otros ministros públicos y cónsules, y en aquellos en los

cuales sea parte un Estado. En todos los casos rutantes, la corte supre-
ma tendrá jurisdicción apelada".

Se ha instido ante los estrados que como la garantia originaria
de jurisdicción es general para las cortes inferiores y supremas, y la

cláusula que asigna jurisdicción originaria a la corte suprema no con-

tiene. palabras negativas ni restrictivas; subsiste en el Congreso el poder
para asignar jurisdicción originaria a sa corte en casos diferentes a los

especificados en el articulo que ha sido transcripta; es de incumbencia

del poder judicial de los Estados Unidos prover esos casos.

Se ha entendido dejar a la discreción de la legislatura el prox-¡ateo
del poder judicial entre las cortes inferiores y la suprema de acuerdo

con la voluntad de aquel cuerpo, hubiera sido inútil, ciertamente, haber

hecho algo más que definir al poder judicial, y a los tribunales en los

cualu se invutirá. La. parte subsiguiente de la sección es [puro excedente,

299



enteramente sin significado, si tal debe ser la construcción. Si el con-

greso queda en libertad de dar a uta corte jurisdicción apelada, donde

la Constitución ha declarado que su jurisdicción será originaria; y juris-
dicción originaria donde la Constitución ha declarado que deberá ser

apelada; la distribución de jurisdicción hecha en la Constitución, es for-

ma sin sustancia.

Frecuentemente las palabra afirmativas son, en sus efectos, negati-
vas de otras cosas que aquellas que se afu-rnan; y en ste caso, les debe

ser dado un sentido negativo o exclusivo, de otra. manera no tendrian

efecto alguno.
No puede pruurnirse se haya querido que alguna cláusula ui la

Constitución fuera ineficaz; y además, tal construcción s inadmisible,
a menos que las palabras la requieran.

.

Si la solicitud de la convención aspecto a nuestra paz con los po-

deres extranjeros, causó una disposiciónde que la corte suprema deberia

tener jurisdicción originaria en los casos en que se supusiera pudieran
hallarse afectados; aún asi, la cláusula no habría procedido má allá

que lo dispuesto para tales casos, si es que no se han iqueridomás res-

tricciones para los poders del Congreso. No existe rstricción por el

hecho de que la corte deberia tener jurisdicción apelada en todos los

otros casos, con las mrcepcions que el Congreso pudiera hacer, a menos

que se juzgara que las palabras son exclusivas de la jurisdicción origi-
naria.

Cuando un instrumento que organiza fundamentalmente un sistema

judicial lo divide en una corte suprema. y tantas cortes inferiores como

la legislatura pueda ordmar y establecer; entonces enumera sus faculta-

des y procede luego a distribuirlas, define la jurisdicción de la corte

suprema declarando los casos en que debe tener jurisdicción originaria,
y aquellos otros en que tendrá jurisdicción apelada, el simple significado
de las palabra parece ser que, en una clase de mos la jurisdicción su-á

originaria y no apelada; y en los otros será. apelada y no originaria.
Si alguna otra construcción tornar-a inoperante la cláusula, esa 5 una

razón más para. rechazar tal construcción, y para adherirse al obvio sig-
nifimdo.

Para habilitar entoncu a ¡5ta Corte a emitir mandamus, ello debe

manifutarse como un ejercicio de jurisdicción apelada, o ser necsario

habilitarla para ejercer jurisdicción apelada.
Ha sido utablecido en los estrados que la jurisdicciónapelada pue-

de ser ejercida de diversas maneras, y que si es voluntad de la legisla-
tura q_ue un mandarnus fuera usado con se propósito ua voluntad de-
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be ser obedecida. Esto es verdad; aún así la jurisdicción debe ser ape-

lada, no originaria.
Es criterio sencial de la jurisdicción apelada, que por ella se re-

visan y corrigen los procedimientos en una causa ya instituída, es decir,

que no crea el caso. Aunque, luego, un mandamus puede ser dirigido
a las cortes, aún así emitir tal auto a un funcionario para la entrega
de un papel, 5 en efecto lo mismo que sustentar una. acción originaria
por ese papel, y por ello parece pertenecer a la jurisdicción originaria
y no_a la. apelada. Tampoco es necesario en un caso como este permi-
tir a la Corte ejercer su jurisdicción apelada.

Por ello, la autoridad dada a la corte suprema, por la ley que

establece las cortes judiciales de los Estados Unidos, para emitir autos

de mandamus contra funcionarios públicos no aparece garantizada por

la Constitución; y se hace necesario preguntarse si una jurisdicción
así conferida puede ejercerse.

La custión de si una ley repugnante a la Constitución puede con-

vertirse en ley del pais es una cumtión de mucho inter’s para los Estados

Unidos; y, felizmente no prsenta muchas dificultads. Parece que para

decidirlo sólo es necesario reconocer ciertos principos que se supone han

sido bien y largamente stablecido.

Que el pueblo tenga. un derecho originario de establecer para su

gobierno futuro tala principos, que en su opinión,conducirán a la ma-

yoría a su propia felicidad, es la base sobre la cual ha sido erigido el

edificio de toda América. El ejercicio de este derecho originario es un

gran afueno; no puede ni debe ser frecuentemente repetido. Por 5to,

los principios así establecidos se juzgan fundamentales, y como la auto-

ridad de que proceden s suprema y rara vu puede actuar, se hallan

destinados a ser permanmtes.

Esta voluntad originaria y suprema organiu el gobierno, y asigna a

diferents departamentos sus mpectivos poderes. Ella podría detenerse

allí; o stablecer ciertos limita insuperabls para aquellos departamentos.
El gobierno de los Estados Unidos está dentro de la última des-

cripción. Los poderes de la legislatura se hallan definidos y esos límite

no pueden ser equivocados ni olvidados, la Constitución ata escrita.

¿Para qué propósito se han limitado los poderes y para qué propósito

por escrito; si Sos limita pueden ser en cualquier momento traspasados
por aquellos a. quienes se quiso limitar?

La diferencia entre un gobierno con poderes limitados y no limita-

dos se ha abolido, si aquellos limites no confirman a las personas a
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quienes se les impone, y si las leyes permitidas y las leyu prohibidas son

de igual obligatoriedad.
F5 una proposición demasiado simple para ser discutida, o la

Constitución controla cualquier acto legislativo repugnante a ella: o la

legislatura puede alterar la Constitución por una ley común.

Entne stas alternativas no hay posibilidad intermedia. La Consti-

tución es o una ley superior, principalisima, inalterable por medica ordi-

narios, o se encuentra al mismo nivel que los actos legislativos ordinarios,
y como otras leyes, es alterable cuando a la legislatura le parece.

Si la primera parte de la alternativa u verdadera, entonca un

acto legislativo contrario a. la Constitución no es ley si la última parte
es verdad, entoncu lu constituciones acritas son intentos absurdos por

parte del pueblo, de limitar un poder ilimitable por su propia natal-aim.

Ciertamente,todos aquellos que han forjado constitucions escritas

han contemplado que formaran la. ley suprana. y fundamental de la

nación, y consecuentemente la teoria de cada. uno de tala gobiernos
debe ser que una ley de la. legislatura, repugnante a la Constitución,
es nula.

Esta teoría se halla esencialmente agregada a una constitudón acri-

ta y consecuentemente debe ser considerada por uta Corte como uno

de los principios fundamentala de nustra sociedad. Por ello esto no debe

perderse de vista en la siguiente consideración de ute tema.

¿Si una ley de la legislatura, repugnante a la constitución, es nula,
puede ella, no obstante su invalidez compeleq a las corta y obligarlas
a darle efectividad?

O, en otras palabra, aunque no sm ley, ¿Constituye una. norma

con la misma efectividad que si fuera ley? Fsto seria para echar abajo
en la práctica lo que se ha establecido en teoria; y parecería a primera
vista un absurdo demasiado grande para insistir en él. Sin embargo,
deberá recibir una consideración más atenta.

Constituye enfáticamente un deber del poder judicial y es de su

competencia, decir lo que la ley es. Aquellos que aplican la norma a ca-

sos particulares deben necsariamente explicar e interpretar dicha norma. Si

dos leyes entran en conflicto entre si, las cortes debe'n decidir cual es

la efectiva.

Así si una ley se opone a la constitución: y ambas, la ley y la cons_-_
titución se aplican a un caso particular, la corte debe o bien decidir el

caso conforme a la ley dejando de lado la. constitución, o bien conforme

a la constitución dejando de lado la ley: la corte debe determinar cual
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de stas normas en conflicto rige el caso. Esto a de la misma sencia del

deber judicial.
Entonces, si las cortes deben contemplar la constitución y la cons-

titución es superior a cualquier ley ordinaria de la legislatura, la consti-

tución, y no ta-l ley ordinaria debe regir el caso al cual ambu se aplican.
Entonces, aquellos que controvierten el principiode que la consti-

tución debe ser considerada por la corte como ley suprema, se ven en

la necesidad de sostener que las cortes deben cerrar los ojos a la cons-

titución y ver sólo la ley.
Fsta doctrina subvertiria el fundamento mismo de todas las consti-

tuciones escritas. Declararía que una ley que, conforme con los principios
y teoría de nuestro gobierno es completamente nula, a aún así, en la

práctica, completamente obligatoria; Declararía que si la legislatura hicie-

ra lo que stá expresamente prohibido, tal ley, no obstante la prohibición
expresa, s en realidad efectiva. Se estaría dando a la legislatura una

omnipotencia ml y práctica con el mismo aliento que profsa restringir
sus poders dentro de estrechos Se prescriben limites y se declara

que esos límites puede: excederse a voluntad.

De este modo se reduce a nada lo que hemos juzgado como el

má grande logro en materia de instituciones políticas una constitución

sei-ita deberia ser suficiente por si misma en América donde las consti-

tuciones scritas han sido vistas con tanta reverencia, para rechazar la

construcción. Pero las peculiars exprsiones de la constitución; de los

Estados Unidos suministran argumentos adicionales en favor de su

rechazo.

El poder judicial de los Estados Unidos se extiende a todos los casos

que se suscitan bajo la constitución.

¿Pudo haber sido la intención de aquellos que confirieron este poder,
decir que, en su uso, la constitución no deberia ser examinada? ¿Que
un caso surgido bajo la constitución debería decidirse sin examinar el

instrumqu bajo el cual surge?
Esto a demasiado extravagante para sostenerse

Entonces, en algunos casos la constitución debe ser examinada por

los jueca. ¿Y si ellos pueden abrirla totalmente, que parte de ella se

les prohibe leer u obedecer?

Hay muchas otras parts de la constitución que sirven para ilustrar

ute tema.

Se ha declarado que “No deberá imponerse ningún derecho de adua-

na o impumto sobre artículos exportados de cualquier atado". Supon-
gamos un derecho de aduana sobre la exportación de algodón. ¿Debe
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juzgarse tal caso? ¿Deben los juecu cerrar los ojos a la constitución y

ver únicamente la ley?
La constitución declara que “No será. pasada ninguna ley que con-

dene a individuos por traición (bill of attainder) o ley a: post facto".

¿Si, a paar de ello, tal ley fuera pasada y una persona debiera

ser procuada bajo ella, debe la. corte condenar a muerte ¡a aquellas
víctimas que la constitución intenta preservar?

"Nadie" dice la constitución “será convicto de traición sino con el

tstimonio de por lo menos dos tstigos del hecho crirninoso o por con-

fesión en tribunal público".

Aqui el lenguaje de la constitución está dirigido especialmente a las

corta. Se prescribe, directamente para ellas, una regla de evidenciapara
que no se aparten de ella. ¿Si la legislatura cambiara, sa regla y se

declarará que un testigo o una confesión fuera de la corte son suficientes

para ser convicto, debe el principio constitucional ceder al acto legislativo?
De estas y muchas otras selecciones que podrian hacerse, es evidente

que los forjadors de la constitución contemplaron a4 ste instrumento

como una regla para el gobierno tanto de las cortes como de la legislatura.
Porqué también ordena a los jueces prestar juramento para apojarla?
Este juramento ciertamente se refiere, de una manera especial, a

su conducta en su carácter de funcionario. ¡Que inmoral imponérselo, si

ellos fueran a ser usados como instrumentos, e instrumentos conscientu,
para violar lo que juraron apoyar!
Además, el juramento de cargo, impuesto por la legislatura, es com;

pletamente demostrativo de la opinión de la legislatura en 5ta matu'ia.

Estas son sus palabras: "Juro solemnemente que administrará justicia sin

distinción de personas, y conceder igual derecho al pobre que al rico;

y que cumplir-éfiel e imparcialmente todos los debera que me ineumben

de acuerdo con mi mejor capacidad y entendimiento, conformemente

con la constitución y las leyes de los Estados Unidos”.

¿Porqué jura un jua cumplir sus deberes conformemente _con la

constitución de los Estados Unidos, si esa constitución no concibe regla
para su gobierno? Si está cmada para él y no puede ser analizada por él.

Si tal fuera el atado reel de cosu, esto es peor que una burla

solemne. Prescribir, o prestar este juramento constituye, igualmente, un

crimen. ..

Tampoco u enteramente indigna de observación que, al declararse

cual será la ley suprema de la nación, la misma constitución a la

primera en mencionarse, y no lu leyes de los Estados Unidos en gates-al,
sino que tienen me rango sólo aquellas que serán hechas en cumplimiento
de la constitución.
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En estos términos, la peculiar fraseología de la constitución de los

Estados Unidos confirma. y refuerza el principio, que se supone esencial

a todas las constituciones escritas, que una ley repugnante a la. constitu-

ción a nula, y que las cortes, tanto como otros departamentos se hallan

legalmente obligados por ese instrumento.

La regla debe ser cumplida.
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